Guatemala, 02 de octubre de 2012

Señor

Emilio Álvarez Icaza

Secretario Ejecutivo

Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Ref:

Opinión sobre la consulta realizada por la CIDH, dentro del proceso de fortalecimiento al Sistema Interamericano, para las reformas a su reglamento.

Distinguido señor Álvarez Icaza:

Las organizaciones de sociedad civil guatemaltecas abajo firmantes, nos dirigimos a su persona, con la finalidad de hacer llegar por su intermedio a la Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos, nuestra opinión sobre los temas de consulta para las reformas al reglamento de la CIDH, como parte del proceso de fortalecimiento al Sistema Interamericano.

1. Sistema de Petición Individual:

1.1. Sobre la Denuncia.

· Requisitos formales para la presentación (art. 28 del reglamento).

El artículo 28 del Reglamento de la CIDH, ya contiene una lista extensa de requisitos que las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos deben cumplir para que sus peticiones sean aceptadas y tramitadas en el SI, sin lugar a dudas aumentar, endurecer o a mayor rigurosidad de los requisitos para la presentación de peticiones, podría vulnerar o  limitar el acceso al SI de las víctimas.  De la misma forma,  aumentar requisitos o endurecer los mismos, constituye realizar un análisis más profundo al momento de recibir las peticiones que eventualmente requerirá  de más recursos tanto por parte del SI, los gobiernos y las víctimas.

· Presuntas víctimas: mecanismos y criterios para su  individualización y/o determinación.

Respecto a este punto, derivado de la complejidad de algunos casos, especialmente aquellos de víctimas múltiples, es riesgoso crear mecanismos y criterios muy rigurosos que pueden generar en determinado momento dejar fuera a una o varias víctimas, lo cual provocaría posteriormente presentar un nuevo caso por los mismos hechos y las mismas violaciones. En muchos casos es difícil determinar en un primer momento a las víctimas o al total de víctimas en un caso; sin embargo, puede ser importante determinar o sugerir algunos criterios para los casos individuales donde es más fácil determinar las víctimas, pero buscar la flexibilidad para los casos de violaciones masivas a los derechos humanos o buscar criterios que cuenten con excepciones en casos complejos, siempre debe buscarse el acceso al SI de las víctimas. De igual forma, en casos de violaciones masivas, en muchos casos la información para la identificación y determinación de las víctimas, se encuentra en poder del Estado y el acceso a la misma en la mayoría de casos no existe una voluntad estatal para proporcionarla o lleva mucho tiempo en recopilarla. Es por ello que en lugar de crear nuevos criterios, deben fortalecerse o clarificarse la práctica de la CIDH en este tema, dejando alternativas para que durante el proceso puedan agregarse nuevas víctimas o brindar un espacio de tiempo para la identificación de nuevas víctimas.

· Digitalización del procedimiento. Criterios de aplicación y salvaguardas de acceso a las personas, poblaciones y comunidades excluidos de cobertura:

La creación de un archivo electrónico de los casos por medio de la digitalización de todos los procesos, sería muy positivo para aquellas víctimas que ven limitado el acceso a la información sobre sus procesos por razones de falta de recursos o de otros medios para darle seguimiento. En todo caso, sería conveniente buscar el mecanismo idóneo para salvaguardar aquella información sensible o que pueda poner en riesgo a las mismas víctimas. Sin embargo, a pesar de ser una buena iniciativa, conociendo la falta de recursos de la CIDH, debe evaluarse su prioridad para no desatender otras prioridades que necesitan de inversión.

1.2. Sobre las excepciones al principio de evaluación inicial por orden cronológico cuando:

· Las presuntas víctimas son adultos mayores, niños o niñas y es previsible que el transcurso del tiempo  privaría a la petición de su efecto útil.

· Las Presuntas víctimas son enfermos terminales.

·  Las presuntas víctimas pueden ser objeto de aplicación de la pena de muerte.

· La Comisión, a través de la adopción de una medida cautelar, busque prevenir daños irreparables al objeto del proceso en conexión con una petición.

· Las presuntas víctimas estén privadas de libertad.

· La CIDH considere que debido a circunstancias excepcionales, el atraso en un pronunciamiento sobre el fondo del asunto puede privar a la petición de su efecto útil.

Sobre este punto específico nos referiremos en conjunto respecto a las excepciones propuestas por la CIDH para la evaluación inicial de las peticiones. En principio celebramos que dentro de este proceso se esté tomando en consideración contar con criterios que permitan que ciertos casos que necesitan una respuesta oportuna y urgente para resguardar ciertos derechos fundamentales de las víctimas tomando en cuenta su vulnerabilidad o la gravedad en cada caso. Sin embargo, queremos hacer algunos comentarios y valoraciones al respecto de este punto, puesto que contar con este tipo de criterios muy selectivos puede contraer cierta desigualdad en el trato hacia las víctimas.

En primer lugar, todas las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos requieren de un trato igualitario respecto a sus peticiones, puesto que en su totalidad acude al SI en busca de hacer justiciables sus derechos violados en el ámbito interno. En segundo lugar, derivado del alto número de peticiones que ingresan cada año a la CIDH, un elevado número de ellos pueden ser compatibles con los criterios propuestos por la CIDH en este punto, con lo cual esta excepcionalidad eventualmente puede convertirse en la generalidad, tornando que todas aquellas peticiones que no ingresen en estas categorías se atrasen mucho más en su etapa de revisión inicial, constituyendo con esto alargar más el trámite de sus casos a un buen número de víctimas.

En todo caso más allá de las valoraciones anteriores, si la decisión es tomada de incluir criterios para excepcionalmente afectar el orden cronológico en la evaluación inicial de las peticiones, deberían tomarse en cuenta por ejemplo los siguientes: a) casos en que las violaciones alegadas obedecen a problemas estructurales; y b) casos en que las violaciones alegadas se estén cometiendo en el momento de presentar la petición y que su duración dependa de una acción o respuesta inmediata (violaciones continuadas).

Derivado de lo anterior, en nuestra opinión, la CIDH al recibir una petición conforme a los requisitos exigidos en el artículo 28 de su reglamento, cuenta con información que le permite hacer una evaluación para determinar conforme a los hechos planteados y a los derechos que se presumen violados, determinar si existe una vulnerabilidad en la víctima, si existe el riesgo grave que pueda ocasionar un daño irreparable, o si el retardo en la respuesta prive a la petición en su efecto útil, con lo cual en este momento puede determinar excepcionalmente afectar el orden cronológico y priorizar estas peticiones. Esto de alguna manera permitiría no sujetar esta decisión a un catalogo de criterios que en algún momento pueden generar un trato desigual en las víctimas que acuden al SI y afectar casos graves que no puedan ser priorizados a partir de estas categorías, así mismo puede solucionarse por medio de clarificar la práctica que ya tiene la CIDH de afectar el orden cronológico de las peticiones en algunos casos.

1.3. Sobre la decisión de acumulación de admisibilidad y fondo.

· Criterios que guían la aplicación de la facultad establecida en el artículo 36.3 del Reglamento, incluyendo la posibilidad de elevarlos a nivel reglamentario.  Entre dichos criterios podría citarse, por ejemplo, los siguientes: a) vínculo indisoluble entre las consideraciones sobre agotamiento de los recursos internos y el fondo del asunto; b) casos de extrema gravedad y urgencia para la presunta víctima; y c) cuando el efecto útil de la petición desaparezca con el transcurso del tiempo.

Respecto a la acumulación de la admisibilidad y el fondo, esta posibilidad de conjuntar estas dos etapas ya se encuentra previsto en el artículo 36.3 del reglamento de la CIDH. En la práctica esta decisión se ha tomado en muy pocos casos, es decir que se ha realizado en casos muy excepcionales. Aunque es positiva la propuesta en relación a los tres criterios propuestos en la consulta que realiza la CIDH, para dar viabilidad a ciertos casos que necesitan una acción rápida para prevenir que se produzcan nuevas violaciones, cabe resaltar que de quedar establecidos estos criterios a nivel reglamentario, muchos de los casos que llegan al sistema pueden incluirse en los mismos y la acumulación de estas dos etapas podría pasar de ser algo excepcional a constituir un gran número de casos que requieran esta acumulación, lo cual pone de manifiesto una dificultad para darle la atención prioritaria que prevé la posibilidad de acumulación y se perdería el objeto de agilizar el trámite de un caso en especifico en aras de los criterios propuestos.

· Medios y oportunidad para informar a las partes sobre la decisión de acumulación de admisibilidad y fondo establecida en el artículo 36.3 del Reglamento.

Como bien se indicó en el apartado anterior, la acumulación de estas dos etapas ya está previsto en el reglamento y es una práctica que realiza en pocos casos la CIDH, el problema no radica en los criterios que deben mediar para tomar esta decisión, es previsible que en casos donde exista urgencia y gravedad o cualquier otro elemento que requiera la acumulación de estas etapas, la CIDH puede tomar la decisión de hacerlo.  Sin embargo, en cuanto a los medios y la oportunidad para informar a las partes, si debe existir una reforma en la práctica de la CIDH en como lo realiza, puesto que actualmente si bien informa a las partes, dicho proceso en nuestra opinión no es la más adecuada, es por ello que al momento que la CIDH realice el análisis correspondiente y determine la necesidad de acumular la admisibilidad y el fondo, debería solicitar la opinión de las partes dando un plazo mínimo para que las mismas se pronuncien y expresen su posición para que la CIDH las tome en consideración antes de tomar la decisión.  Asimismo, en caso de que la decisión final fuera acumular estas dos etapas, la CIDH debe motivar su decisión e informar a las partes para continuar con el trámite del caso. Por lo tanto esto no requiere una modificación reglamentaria si no una revisión y clarificación de la práctica para este procedimiento, en especial, tomar en consideración en que oportunidad se debe tomar esta decisión, a este respecto creemos conveniente que la decisión sobre la acumulación no se haga sin antes mediar por lo menos una pequeña etapa contradictoria que permita a la CIDH contar además con la posición de las partes, con algunos elementos adicionales a los contenidos en la petición y en la respuesta del Estado sobre la misma, para objetivamente evaluar si es prudente o necesario acumular estas dos etapas.

1.4. Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH (respuesta del Estado sobre la admisibilidad) a tres meses, prorrogables por un mes más.

1.5. Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 37.1 del Reglamento de la CIDH (observaciones de las partes sobre el fondo) a cuatro meses, prorrogables por un mes más.

Estos dos puntos sujetos de consulta, los abordaremos conjuntamente por referir a propuesta de reformas de ampliación de plazos respecto a la respuesta sobre la admisibilidad y el fondo de los casos.

En cuanto a estos dos puntos, nuestra opinión respecto a ampliar un mes más los plazos para que el Estado de respuesta a la admisibilidad y para que las partes se pronuncien sobre el fondo de los casos, no es una reforma sustancial o que afecte directamente el trámite de los casos, aunque esto podría verse en términos de tiempo como un retardo aun más del proceso en la práctica no es así, puesto que lo que realmente provoca que el proceso ante la CIDH sea muy largo en su tramite es derivado del tiempo que transcurre entre una etapa y otra, especialmente la etapa contradictoria que se da entre la aceptación de una petición y su admisibilidad y en la discusión sobre el fondo del caso hasta que la CIDH decide emitir el informe correspondiente. Así mismo, los plazos dados a los Estados, las prorrogas solicitadas y en algunos casos el incumplimiento de los mismos hacen que el tramite de los casos ante la CIDH se prolonguen por un tiempo indefinido, afectando con esto los derechos fundamentales de las víctimas.

1.6. Sobre la igualdad de armas en los plazos y la respuesta adecuada por parte de la CIDH cuando éstos son excedidos.

Este tema en específico, es de suma preocupación para los distintos representantes de las víctimas ante el SI, en primer lugar porque la igualdad de armas en el litigio de un caso ante la CIDH, la víctima y sus representantes se enfrentan a todo un aparato gubernamental que cuenta con todos los medios necesarios contra los pocos recursos y medios a su disposición con que cuentan las víctimas.

Es por ello que hablar de una igualdad de armas y más en un proceso de reforma reglamentaria, deja en desventaja a las miles de víctimas que acuden al SI por la desigualdad claramente existente, en todo caso de ser sujeto de reforma la igualdad de armas, deben crearse criterios que permita identificar de distinta manera las responsabilidades de cada parte conforme a las capacidades de cada una, tomando en consideración que los Estados son los que tienen la obligación internacional de cumplir con todos sus compromisos asumidos en materia de derechos humanos, a su vez recordar que la carga probatoria corresponde a los Estados y todo aquello que no se controvierte en su momento se presume como probado. 

1.7. Sobre el cumplimiento de las recomendaciones que la CIDH formula a los Estados.

· Metodología de seguimiento.

Para mejorar el proceso de seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones brindadas por la CIDH a los Estados, sin necesidad de realizar una reforma reglamentaria, la CIDH puede revisar su práctica y crear un criterio metodológico que permita darle efectivo seguimiento a las recomendaciones dadas y al avance en el cumplimiento de las mismas por parte de los Estados. A nivel de propuesta, sugerimos que la CIDH al momento de adoptar el informe de fondo y notificarle del mismo al Estado, pueda solicitarle un plan de acción para el cumplimiento de las recomendaciones, lo cual serviría como un instrumento de seguimiento y medición sobre las acciones que el Estado emprenda para cumplir con las mismas, sabemos que muchas veces existen ciertas recomendaciones complejas que no pueden ser cumplidas en el tiempo dado por la CIDH y este plan puede constituir un elemento para que el mismo Estado confirme su voluntad de estar avanzando en acciones concretas que en su momento lleven a cumplir con esta recomendación. En el caso que el Estado pida una prórroga para el cumplimiento de las recomendaciones dadas, previo a analizar el otorgamiento de la misma, la CIDH puede solicitarle que presente los avances existentes en el plan de acción inicial justificando los motivos por los cuales no ha podido cumplir y así mismo la presentación de un nuevo plan de acciones que realizara para justificar el otorgamiento de la prorroga, en todo caso las prorrogas deben otorgarse en casos muy excepcionales.

· Necesidades de asesoría por parte del Estado concernido.

Creemos que esta no es una función de la CIDH, puesto que siendo el órgano que emite las recomendaciones, no puede asesorar en su implementación, en principio porque esta función puede traer divergencias a futuro en la eventualidad de tomar la decisión de enviar el caso a la Corte IDH, la CIDH fundamentalmente tiene la facultad de emitir las recomendaciones que crea conveniente en un caso luego de su análisis y de encontrar una responsabilidad del Estado sobre los derechos contenidos en la Convención Americana, por lo tanto los Estados deben crear sus mecanismos internos que le aseguren el pleno cumplimiento de todas aquellas responsabilidades internacionales. 

· Condiciones descritas en el artículo 46 del Reglamento de la CIDH para suspender el plazo de sometimiento a la Corte, previsto en el artículo 51.1 de la Convención Americana; además de los criterios ya establecidos: a) cuando las recomendaciones sean de una particular complejidad que requiera la acción concertada de diferentes ramas o esferas del poder público; y/o b) cuando exista en el ámbito interno un mecanismo legal de implementación de las decisiones de la Comisión.

Respecto a la suspensión del plazo para el sometimiento del caso ante la Corte IDH, vemos con preocupación que los criterios expuestos en la consulta, resultan muy amplios, con lo cual de incluirse los mismos en el reglamento casi la totalidad de casos se podría aplicar este criterio, puesto que en la mayoría de casos existen recomendaciones complejas que tienen que ver con problemas estructurales o con la investigación, procesamiento y sanción de los responsables de graves violaciones a los derechos humanos. A su vez, los mecanismos legales existentes en algunos Estados para el cumplimiento o implementación de las decisiones de la CIDH, no puede ser motivo para suspender el plazo para enviar los casos a la CIDH, puesto que los mecanismos internos para este fin deben ser creados por los Estados de acuerdo a sus compromisos internacionales, lo cual no justifica que sean los órganos internacionales quienes deben adecuar su reglamentación a los mecanismos ya existentes. En todo caso, hay que tomar en consideración que las prorrogas para el cumplimiento de las decisiones de la CIDH solicitados por los Estados, deben ser excepcionales y de ser otorgadas los Estados deben renunciar al plazo de tres meses para que la CIDH pueda presentar el caso a la Corte IDH.
Sin más agradecemos la atención a la presente:

Bufete Jurídico de Derechos Humanos

Centro de Acción Legal-Ambiental y Social de Guatemala

Centro de Análisis Forenses y Ciencias Aplicadas

Centro Internacional de Investigaciones en Derechos Humanos

Centro para la Acción Legal en Derechos Humanos

Fundación Sobrevivientes

Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala

Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala

Seguridad en Democracia

Unidad de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos - Guatemala

